
 

 

********** 

VS 

JUEZ CALIFICADOR MUNICIPAL DE 

ENSENADA, BAJA CALIFORNIA Y 

OTRA AUTORIDAD. 

EXPEDIENTE: 28/2021 T.S. 

SENTENCIA DEFINITIVA.  

 

Ensenada, Baja California, veinte de octubre del dos mil 

veintiuno. 

SENTENCIA DEFINITIVA, que declara la nulidad de la 

resolución administrativa del once de diciembre del dos mil 

veinte, dictada por el Juez Calificador Municipal de Ensenada, 

Baja California, de nombre Gonzalo Correa Murrieta. 

GLOSARIO. 

− Juez Calificador: Juez Calificador Municipal de Ensenada, 

Baja California, de nombre Gonzalo Correa Murrieta. 

− Policía: Policía de la Dirección de Seguridad Pública 

Municipal de Ensenada, Baja California, con número de 

empelado **********. 

− Reglamento: Reglamento de Tránsito para el Municipio de 

Ensenada, Baja California. 

− - Tribunal: Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California. 

− - Ley: Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja California1. 

 
1 Ordenamiento legal aplicable para resolver el presente asunto será en términos de la ley vigente a su 

inicio, esto es, la abrogada Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California, 

publicada el dieciocho de junio de dos mil veintiuno, salvo los que se refiere a los artículos 48, 49, 50, 51, 52 y 53 de 

la nueva ley en materia de notificaciones, por virtud de lo dispuesto en el artículo tercero transitorio de la Ley del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Baja 

California, tomo CXXVIII, número 43, sección I de fecha dieciocho de junio de dos mil veintiuno. 



 

 

− - Juzgado: Juzgado Tercero del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. 

ANTECEDENTES DEL JUICIO. 

I. Presentación. El escrito de demanda se recibió en la 

Juzgado el veintidós de enero del dos mil veintiuno. 

II. Admisión. El juicio se admitió a trámite el veintiséis de enero 

del dos mil veintiuno. 

III. Actos impugnados. Resolución del once de diciembre del 

dos mil veinte, suscrito por el Juez Calificador. 

IV. Contestación. El Juez Calificador produjo su contestación a 

la demanda en términos del escrito visible en autos a fojas 030 a 

037; así mismo el Tesorero Municipal de Ensenada, Baja California, 

produjo su contestación en términos del escrito visible de la foja 

41 a la 43 de autos. 

V. Audiencia. La audiencia de pruebas y alegatos se celebró 

el trece de mayo del dos mil veintiuno; quedando a la fecha este 

Juzgado en condiciones para resolver la controversia planteada. 

COMPETENCIA. 

El Tribunal es competente para conocer del presente juicio 

por razón de la materia, al promoverse en contra de un acto de 

carácter administrativo emanado de una autoridad municipal, 

de conformidad con lo dispuesto por el artículo 22, fracción I de 

la Ley. 

Así también, conforme a lo previsto en el artículo 22, 

penúltimo párrafo, de la Ley, es competente para conocer del 

presente juicio por virtud del territorio, ya que el domicilio que la 

parte actora señala en su demanda se encuentra dentro de su 

circunscripción territorial, que fue determinada por el Pleno del 



 

 

Tribunal en sesión del cinco de septiembre del dos mil diecisiete.2 

CAUSAL DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO.  

I. Fundada y operante la causal de improcedencia y 

sobreseimiento hechas valer por el Tesorero Municipal de 

Ensenada, Baja California. 

El Tesorero Municipal de Ensenada, Baja California, invoca la 

causal de sobreseimiento prevista en la fracción II del artículo 41 

de la Ley, ya que argumenta en síntesis que no es responsable de 

la emisión de la boleta de infracción y del único acto señalado 

como impugnado en auto admisorio, actualizándose la causal 

de improcedencia prevista en el artículo 40, fracción IX, en 

relación con el artículo 31, fracción II inciso A) 

Las causales de referencia son suficientes y por tanto 

operantes por lo siguiente: 

La fracción IX del artículo 40 de la Ley, prevé la 

improcedencia de juicio en los demás casos en que resulte de 

alguna disposición de la Ley. 

Por su parte el inciso a), fracción II del artículo 31 de la Ley, 

dispone que es parte en el juicio contencioso administrativo, la 

autoridad que realizó el acto o emitió la resolución impugnada. 

A efecto de que surja la improcedencia del juicio por la 

citada causal, es menester que sea consecuencia de la misma 

Ley, sin que de manera expresa y específica esté consignada 

como tal, toda vez que puede surtirse cuando del conjunto de 

disposiciones que la integran y de su interpretación se revelen 

casos en que su procedencia sería contraria a la naturaleza del 

juicio contencioso administrativo; como lo es el que forme parte 

 
2 Publicada en el Periódico Oficial del Estado de Baja California, número 44, tomo CXXIV, 

sección I, del veintinueve de septiembre del dos mil diecisiete. 



 

 

del juicio una autoridad que no realizó el acto o emitió la 

resolución impugnada. 

En el caso de estudio, el Tesorero Municipal de Ensenada, 

Baja California, no es quien emitió la resolución impugnada, solo 

figura como autoridad que recibió el pago de la parte actora. 

De esta manera se determina que, al tenerse como parte de la 

controversia a una autoridad (con el carácter de demandada) 

que no emite la resolución impugnada, la procedencia del juicio 

contencioso resulta contraria a su naturaleza; y por ello se 

actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IX 

del artículo 40 de la Ley. 

Como consecuencia de lo anterior, se decreta el 

sobreseimiento del presente juicio contencioso administrativo, 

únicamente en contra del Tesorero Municipal de Ensenada, Baja 

California, con fundamento en el artículo 41, fracción II de la Ley.  

ESTUDIO DE LA CONTROVERSIA. 

1.1 Planteamiento del Problema. 

El diez de diciembre del dos mil veinte, el Policía, levantó la 

boleta de infracción de tránsito número **********, por considerar 

que la parte actora infringió el artículo 64, punto 3, del 

Reglamento. 

Inconforme la parte actora con dicha boleta de infracción 

de tránsito, compareció ante el Juez Calificador a interponer el 

recurso de inconformidad previsto en el artículo 246 del 

Reglamento. 

Ese recurso fue declarado improcedente en resolución del 

once de diciembre del dos mil veinte; pues el Juez Calificador 

sostuvo que el recurrente (parte actora) omitió adjuntar 

identificación oficial con la que acreditara su personalidad. 



 

 

1.2 Incorrecta interpretación de la norma 246 BIS, fracción II, 

y 246 SIXIES, ambos del Reglamento por parte del Juez 

Calificador.  

Ahora bien, el último párrafo del artículo 83 de la Ley, 

establece que este órgano jurisdiccional podrá hacer valer de 

oficio, al momento de resolver, cualquiera de las causales de 

nulidad señaladas en dicho artículo, si estima que ha sido 

acreditada en autos su existencia, aunque ésta no se haya 

invocado expresamente por el actor.  

Para el caso de estudio, se hace valer de oficio la causal de 

nulidad contenida en la fracción IV del citado numeral 83, en 

razón de lo siguiente: 

El Juez Calificador al resolver el recurso administrativo, 

específicamente en el apartado denominado 

«CONSIDERANDO», argumenta que no se adjunto al recurso un 

medio pertinente para efectos de acreditar que quien lo 

presentó es la parte actora, incurriendo en lo señalado en el 

artículo 246 BIS fracción II, y 246 SIXIES, ambos del Reglamento 

que a la letra dicen: 

“ARTÍCULO 246 BIS. -El juez dictará dentro de un término de 72 

(setenta y dos) horas contadas a partir del día en que se reciba el 

escrito que contenga el recurso de inconformidad, acuerdo de 

radicación o admisión, prevención o desechamiento del recurso, el 

cual deberá notificarse personalmente al recurrente.  

Se desechará de plano cuando:  

[…] 

II. Cuando no se acredite la personalidad y el interés jurídico del 

recurrente; y 

[…] 

ARTÍCULO 246 SEXIES. - En el escrito de interposición del recurso de 

inconformidad se deberá expresar:  



 

 

I. El nombre y domicilio del recurrente y en su caso, de quien 

promueva en su representación;  

II. La autoridad o autoridades que dictaron el acto recurrido;  

III. El acto resolución administrativa que se impugna, expresado de 

forma precisa, así como la fecha de su notificación, o en su caso, en el 

cual tuvo conocimiento de la misma;  

IV. Los agravios que se causen, así como argumentos de derecho 

en contra de la resolución que se recurre;  

V. Las pruebas que ofrezca, las cuales deberán tener relación 

inmediata y directa con la resolución o acto que se impugna debiendo 

acompañar las documentales con que cuente, incluidas las que 

acrediten su personalidad, cuando actúen en nombre de otro o de 

personas morales; 

VI. El lugar y fecha de promoción; y  

VII. Firma del recurrente o por su representante.” 

Por tal razón, resolvió declarar improcedente el recurso 

presentado de conformidad con el artículo246 SEPTIES, fracción I, 

del Reglamento.3 

Ahora bien, es de señalarse que una de las principales 

virtudes que debe imperar en la administración pública es la 

prudencia, sobre todo al momento de admitir o, en su caso, 

desestimar una instancia presentada por algún gobernado.  

Al igual que sucede en el ámbito jurisdiccional, en sede 

administrativa no se puede, ni se debe desechar un recurso o un 

medio de defensa si no se tiene la plena convicción de que es 

del todo improcedente. Mayormente que debe encontrase 

acreditada en forma inequívoca e indubitable. 

 
3 Documental visible a foja 018; que con fundamento en los artículos 322, fracción II, y 405, ambos 

del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California, de aplicación supletoria 

al procedimiento administrativo, según lo previsto en el numeral 79 de la Ley, le asiste valor 

probatorio pleno para tener por acreditada su existencia y contenido. 



 

 

Esta virtud prudencial de la administración pública debe 

imperar fundamentalmente por dos razones: la primera, para no 

vulnerar el derecho humano de los particulares de acceso a la 

justicia [aún en sede administrativa], y la segunda, a fin de que la 

propia autoridad no pierda oportunidad de autotutelar su 

actuación. Es decir, la posibilidad de controlar sus propios actos, 

analizándose en virtud de la instancia promovida. Al final de 

cuentas a la autoridad le debe preocupar asegurar que sus 

determinaciones estén apegadas al marco jurídico que las 

instituye y las fundamenta. 

En el caso que nos ocupa, el Juez Calificador desestimó el 

recurso y lo declaró improcedente, en virtud de que el recurrente 

no adjuntó una identificación que acreditara su personalidad 

para corroborar que efectivamente el firmante del recurso era la 

parte actora.  

De tal manera, para el Juez Calificador era imposible 

determinar si quien promovió el recurso de inconformidad, se 

trataba en realidad de la misma persona a la que se le impuso la 

sanción administrativa por infringir disposición legal que 

reglamenta el tránsito vehicular. 

Pues bien, no le asiste la razón al Juez Calificador en relación 

a dicho tópico, atento a que su resolución está sustentada en 

una simple conjetura, si dicho Juez no tenía certeza de que la 

persona que promovió el medio de defensa era la misma que fue 

infraccionada, y aun así lo declaró improcedente en base a una 

mera suposición; resulta inaceptable jurídicamente en términos 

de lo que se viene comentando en relación a los principios que 

deben formar la actuación de la administración pública. 

En esa tesitura, es de señalarse que los artículos 246, 246 BIS, 

246 TER, 246 QUATER, 246 SIXIES y 246 SEPTIES del Reglamento 

establecen los lineamientos para la interposición del recurso de 



 

 

inconformidad en contra de una multa o cualquier otra sanción; 

mismo que para ganar claridad se transcriben: 

“ARTÍCULO 246.- Contra las imposiciones de multas, hechos de 

tránsito sin lesionados o cualquier otra sanción, señaladas en el 

presente reglamento procederá el recurso de inconformidad ante el 

Juez Calificador, cuyo efecto será confirmar, modificar o revocar los 

actos administrativos impugnados.  

El término para interponer el recurso, será de 72 (setenta y dos) 

horas, contadas a partir de que se le notifique la resolución recurrida, al 

que haya tenido conocimiento de la misma o de su ejecución, o al que 

se hubiese ostentado sabedor de los mismos.  

La interposición del recurso de inconformidad suspenderá el plazo 

para el pago de las multas.  

El procedimiento ante el Juez Calificador será sumarísimo, oral y 

público, salvo que por motivos morales o a juicio del juez debe 

desarrollarse en privado. Se sustanciará en una sola audiencia 

debiendo el infractor en el escrito en el que interpone el recurso de 

inconformidad ofrecer, los medios de prueba que considere idóneos 

para acreditar su dicho, a excepción de la prueba confesional y 

declaración de parte.  

Al procedimiento que se sigue en forma de juicio, se aplicarán 

supletoriamente las disposiciones establecidas en el Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California. 

ARTÍCULO 246 BIS. -El juez dictará dentro de un término de 72 

(setenta y dos) horas contadas a partir del día en que se reciba el 

escrito que contenga el recurso de inconformidad, acuerdo de 

radicación o admisión, prevención o desechamiento del recurso, el 

cual deberá notificarse personalmente al recurrente.  

Se desechará de plano cuando:  

I. Se presente fuera del término establecido en este capítulo;  

II. Cuando no se acredite la personalidad y el interés jurídico del 

recurrente; y  

III. No contenga la firma del inconforme.  



 

 

De admitirse el recurso deberá señalar día y hora para que tenga 

verificativo la audiencia que señala el primer párrafo de este artículo, 

dentro de las 72 horas mencionadas.  

Además de lo señalado en el párrafo anterior, en caso de que el 

recurrente no cumpla con alguno de los requisitos o no presente todos 

los documentos que señalan los artículos, el Juez lo prevendrá en el 

mismo escrito y deberá subsanarlo en un plazo de 72 horas a la 

notificación para que subsane las irregularidades. Si transcurrido dicho 

plazo el recurrente no subsana las prevenciones, el recurso se tendrá 

por no interpuesto. 

ARTÍCULO 246 TER. -Se desechará por improcedente el recurso:  

I. Cuando se esté tramitando ante cualquier autoridad judicial, 

algún recurso o medio de defensa interpuesto por el recurrente y que 

pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto respectivo;  

II. Contra actos administrativos que sean materia de otro recurso, 

que se encuentre pendiente de resolución, o que haya sido promovido 

anteriormente por el mismo recurrente por el mismo acto impugnado;  

III. Contra actos que no afecten los intereses legítimos del 

recurrente; y  

IV. Contra actos consentidos expresamente. 

ARTÍCULO 246 QUATER. -El recurso de inconformidad será 

sobreseído cuando:  

I. El recurrente se desista expresamente;  

II. El interesado fallezca durante el procedimiento, si el acto o 

resolución respectivo sólo afecta a su persona;  

III. Cuando hayan cesado los efectos del acto respectivo;  

IV. Cuando de las constancias del expediente apareciere 

claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando 

no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el siguiente 

artículo; y  

V. Durante el procedimiento sobrevenga alguna de las causas de 

improcedencia a que se refiere el artículo anterior; 



 

 

ARTÍCULO 246 SEXIES. - En el escrito de interposición del recurso de 

inconformidad se deberá expresar:  

I. El nombre y domicilio del recurrente y en su caso, de quien 

promueva en su representación;  

II. La autoridad o autoridades que dictaron el acto recurrido;  

III. El acto resolución administrativa que se impugna, expresado de 

forma precisa, así como la fecha de su notificación, o en su caso, en el 

cual tuvo conocimiento de la misma;  

IV. Los agravios que se causen, así como argumentos de derecho 

en contra de la resolución que se recurre;  

V. Las pruebas que ofrezca, las cuales deberán tener relación 

inmediata y directa con la resolución o acto que se impugna debiendo 

acompañar las documentales con que cuente, incluidas las que 

acrediten su personalidad, cuando actúen en nombre de otro o de 

personas morales; 

VI. El lugar y fecha de promoción; y  

VII. Firma del recurrente o por su representante. 

ARTÍCULO 246 SEPTIES. - El Juez deberá emitir resolución definitiva, 

dentro de 72 (setenta y dos) horas; la resolución definitiva que pone fin 

al juicio deberá estar debidamente fundada y motivada, así mismo 

referirá a todos y cada uno de los agravios hechos valer por el 

recurrente, podrá corregir los errores que advierta en la cita de los 

preceptos que considere violados cuya notoria e incapacidad se 

advierta.  

Al resolver el recurso podrá:  

I. Declararlo Improcedente;  

II. Sobreseer el recurso;  

III. Confirma el acto impugno; y  

IV. Revocar el acto impugnado, en cuyo caso podrá, modificar u 

ordenar que sea dictado uno nuevo; además deberá determinar con 

precisión los efectos del mismo, especificando las medidas que las 

autoridades o particulares deban adoptar para dar cumplimiento 

estricto y restitución de los bienes o posesiones del suscrito.  



 

 

El Presidente Municipal o quien para tal efecto designe, podrá 

dejar sin efectos una sanción de oficio o a petición de parte interesada, 

cuando se trate de un error manifiesto, o el particular demuestre que 

ha había dado cumplimiento con anterioridad, a orden expresa de la 

misma.” 

De los preceptos legales transcritos, el único artículo que 

hace referencia a acompañar algún documento para acreditar 

la personalidad es el numeral 246 SEXIES, fracción V, del 

Reglamento, el cual señala que en el escrito de interposición del 

recurso de inconformidad deberá acompañarse las 

documentales con que cuente, incluidas las que acrediten su 

personalidad, cuando actúen en nombre de otro o de personas 

morales; situación que no acontece en el caso de estudio ya que 

la parte actora promovió por su propio derecho y no a nombre 

de otro o de persona moral.  

Asimismo, en el artículo antes citado en su fracción VII, 

establece como requisito de procedibilidad que se plasme 

únicamente la firma del recurrente o su representante, sin que se 

advierta que deba acompañar un documento para acreditar su 

personalidad.  

Por lo que este Tribunal concluye que, como exigencia de 

procedibilidad para tener por interpuesto el recurso de 

inconformidad, se deba acompañar por el recurrente un 

documento oficial para acreditar su personalidad, ni que por tal 

omisión deba invariablemente ser declarado improcedente.  

En razón de lo antes expuesto, debe declararse y se declara 

la nulidad de la resolución administrativa del once de diciembre 

del dos mil veinte, al actualizarse la causal de nulidad prevista en 

el artículo 83, fracción IV, de la Ley, toda vez que al emitirla el 

Juez Calificador realizó una incorrecta interpretación de los 

artículos 246 BIS y 246 SEPTIES del Reglamento. 



 

 

1.3 Los argumentos del primer motivo de inconformidad 

señalado bajo inciso a),  son fundados, operantes y suficientes 

para declarar la nulidad de la boleta de infracción de tránsito 

número **********.  

ESTUDIO DE LA CONTROVERSIA. 

I. Planteamiento del problema. 

El Policía impuso a la parte actora una multa de tránsito por 

infringir el artículo 64, punto 3 del Reglamento; mediante el 

levantamiento de la boleta número **********. 

En contra de dicha multa, la parte actora hizo valer un 

motivo de inconformidad; específicamente en relación a la falta 

de fundamentación y motivación de la conducta infractora. 

Así, el problema jurídico a resolver, trata sobre el siguiente 

cuestionamiento: 

¿Se encuentra debida y suficientemente fundada y 

motivada la infracción de tránsito impugnada? 

II. Falta la motivación de la conducta infractora que se 

contiene en el acto impugnado. 

En síntesis en su primer motivo de inconformidad, la parte 

actora aduce que el Policía no funda ni motiva la infracción, pues 

solo señala el artículo 64, punto 3 del Reglamento, sin precisar qué 

ordenamiento legal se está aplicando, y sin señalar las 

circunstancias tomadas en cuenta para concluir la conducta 

realizada. 

Es parcialmente fundado y operante el primer motivo de 

inconformidad hecho valer en la demanda; por lo siguiente: 

De la lectura de la boleta de infracción de tránsito **********, 

levantada el diez de diciembre de dos mil veinte, por el Policía 

(consultable a foja 015 de autos), se advierte que en el recuadro 

relativo a “ARTÍCULO O MOTIVO DE LA INFRACCIÓN”, únicamente 



 

 

señala: “64, punto 3”; haciéndose referencia en recuadro inferior 

al Reglamento de Tránsito vigente en el Municipio de Ensenada. 

Con lo anterior, se tiene que no le asiste la razón al 

demandante, en cuanto a que el acto impugnado carece de 

fundamentación, pues la boleta de infracción de tránsito sí 

precisa de forma impresa el ordenamiento legal al que 

pertenece el artículo 64, punto 3, esto es, al Reglamento. 

Sin embargo, le asiste la razón cuando afirma que no se 

expresan circunstancias tomadas en cuenta para concluir la 

conducta realizada; pues el Policía no estableció el vínculo entre 

la conducta realizada y el artículo del Reglamento infringido. 

En efecto, el artículo 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, establece que los actos de autoridad 

deben de estar debidamente fundados y motivados; y la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido en 

jurisprudencia que por fundamentación debe entenderse la cita 

precisa de los ordenamientos legales aplicables al caso 

concreto, es decir, los ordenamientos que prevean los supuestos 

normativos en que encuadra la situación del particular, así como 

los que otorgan facultades a la autoridad para emitirlos; y por 

motivación, la precisión de las circunstancias especiales, razones 

particulares o causas inmediatas que la autoridad haya tomado 

en consideración para emitir el acto y además, debe de existir 

adecuación entre los motivos y los supuestos previstos por los 

referidos ordenamientos. 

Para el caso de estudio, resulta indudable que la citada 

boleta de infracción de tránsito no precisa las circunstancias 

particulares que se tomaron en cuenta para considerar que la 

situación de hecho encuadra en el supuesto previsto en el 

artículo 64, punto 3 del Reglamento, y que originó la emisión del 



 

 

acto de molestia; requisito sin el cual no puede considerarse 

como suficiente y debidamente motivada. 

Ahora bien, de la lectura de la boleta de infracción de 

tránsito impugnada se advierte que en el recuadro relativo a: 

«ARTÍCULOS O MOTIVO DE LA INFRACCIÓN», se omite expresar la 

motivación que encuadre en el precepto legal aplicado; esto es, 

no se estableció lo estrictamente necesario e idóneo para 

deducir el vínculo entre la conducta realizada y el artículo del 

Reglamento infringido. 

De tal manera, se afirma que la citada boleta de infracción 

de tránsito no cumple con la obligación de señalar argumentos 

mínimos e idóneos de los que se deduzca la existencia de la 

hipótesis legal infringida, esto es, que se dio a conocer a la parte 

actora las razones por las cuales se determinó que su actuar 

constituye infracción administrativa que se ubica en el supuesto 

previsto en el artículo 64, punto 3, del Reglamento. 

Así, no existe motivación que se adecue al precepto legal 

que en materia de tránsito presuntamente se infringió; lo cual se 

traduce en una violación del artículo 16 constitucional, conforme 

al cual se deben exponer los motivos que actualizan las hipótesis 

normativas y hacen aplicable la consecuencia pertinente; y 

aunque esto implica una carga legal para los Agentes de 

Tránsito, ello se justifica, en primer lugar, porque se trata de una 

carga que les impone la Constitución Federal y, en segundo 

lugar, porque la prevalencia de su dicho puede dar lugar a 

arbitrariedades que se deben tratar de reducir al mínimo posible. 

Siendo así las cosas, la boleta de infracción de tránsito 

número **********, levantada por el Policía el diez de diciembre 

del dos mil veinte, no satisface el requisito constitucional de 

motivación previsto en el artículo 16 de nuestra carta magna; por 



 

 

lo que debe declararse y se declara su nulidad en términos del 

artículo 83, fracción II, de la Ley. 

Sirve de apoyo a lo antes expuesto, y aplicable por analogía 

al caso de estudio, la tesis de jurisprudencia de subsecuente 

inserción: 

“MOTIVACIÓN. SÓLO SU OMISIÓN TOTAL O LA QUE SEA TAN IMPRECISA 

QUE NO DÉ ELEMENTOS PARA DEFENDERSE DEL ACTO, DA LUGAR A LA 

CONCESIÓN DEL AMPARO. Cuando el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la obligación para 

las autoridades de fundar y motivar sus actos, dicha obligación se 

satisface, desde el punto de vista formal, cuando se expresan los 

numerales legales aplicables y los hechos que hacen que el caso 

encaje en las hipótesis normativas. Pero para ello simplemente basta 

que quede claro el razonamiento sustancial al respecto, sin que pueda 

exigirse formalmente mayor amplitud o abundancia que la expresión 

de lo estrictamente necesario para que de manera sustancial se 

comprenda el argumento expresado. Sólo la omisión total de 

motivación, o la que sea tan imprecisa que no dé elementos al 

afectado para defender sus derechos o impugnar el razonamiento 

aducido por las autoridades, podrá conducir a la concesión del 

amparo por falta formal de motivación y fundamentación, lo que no 

acontece cuando la autoridad responsable señala con precisión las 

circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas 

que tenga en consideración para absolver de lo reclamado. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

Amparo directo 26341/2001. José Dagoberto López Vázquez. 31 de 

enero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa Sánchez 

Medellín, secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de 

la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. 

Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril. 

Amparo directo 40001/2001. Instituto Mexicano del Seguro Social. 14 de 

febrero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa Sánchez 

Medellín, secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de 



 

 

la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. 

Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril. 

Amparo directo 39321/2001. Ligia Josefina Góngora Brito. 21 de febrero 

de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa Sánchez Medellín, 

secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. 

Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril. 

Amparo directo 38761/2001. Rosa María Rodríguez Segovia. 4 de abril 

de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Teresa Sánchez Medellín, 

secretaria de tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. 

Secretario: José Ambrosio Ávila Becerril. 

Amparo directo 5141/2002. Adán Cortés Sánchez. 4 de abril de 2002. 

Unanimidad de votos. Ponente: Teresa Sánchez Medellín, secretaria de 

tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 

para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: José 

Ambrosio Ávila Becerril. 

Época: Novena Época. Registro: 186910. Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Mayo de 2002. 

Materia(s): Común. Tesis: I.1o.T. J/40. Página: 1051.” 

1.3 AUTORIDAD VINCULADA AL CUMPLIMIENTO DE LA 

SENTENCIA. 

Finalmente es de señalarse que la parte actora cubrió la 

cantidad de $434.40 M.N. (cuatrocientos treinta y cuatro pesos 

40/100 moneda nacional) lo que se desprende del documento 

que obra en autos a foja marcada con el número 050.  

Tomando en consideración lo anterior y a fin de salvaguardar 

el derecho afectado del demandante, se condena al Tesorero 

Municipal de Ensenada, Baja California, a que realice las 

gestiones necesarias para que le sea cubierta a la parte actora, 

la cantidad referida en el párrafo anterior; lo anterior con 

fundamento en el artículo 84 de la Ley. 



 

 

Para apoyar lo anterior, sirve de sustento y aplicable por 

analogía, las tesis de jurisprudencia que a continuación se 

transcribe: 

“AUTORIDADES NO SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. ESTÁN 

OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL EFICAZ 

CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO. 

Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas como 

responsables en el juicio de garantías, pero en razón de sus funciones 

deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria de 

amparo, están obligadas a realizar, dentro de los límites de su 

competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento íntegro 

y fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre vigencia real y 

eficacia práctica. 

Incidente de inejecución 410/98. 11 de junio de 2003. Cinco votos. 

Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Eligio Nicolás Lerma 

Moreno. 

Incidente de inejecución 489/2006. María Leonor Carter Arnabar. 

13 de octubre de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 

Secretario: Enrique Luis Barraza Uribe. 

Incidente de inejecución 494/2006. Patricia Capilla Sánchez y otro. 

25 de octubre de 2006. Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de 

Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su 

ausencia hizo suyo el asunto José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Nínive 

Ileana Penagos Robles.  

Incidente de inejecución 540/2006. Carlos López Martínez y otra. 8 

de noviembre de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 

Secretario: Enrique Luis Barraza Uribe. 

Incidente de inejecución 557/2006. Tereso Antonio Hernández 

García. 15 de noviembre de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls 

Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo. 

Tesis de jurisprudencia 57/2007. Aprobada por la Primera Sala de 

este Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de abril de dos mil siete. 

Época: Novena Época; Registro: 172605; Instancia: Primera Sala; 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la 



 

 

Federación y su Gaceta; Tomo XXV, Mayo de 2007; Materia(s): Común; 

Tesis: 1a./J. 57/2007 y Página: 144.” 

RESOLUTIVOS. 

PRIMERO. Se sobresee el presente juicio contencioso 

administrativo únicamente en contra del Tesorero Municipal de 

Ensenada, Baja California 

SEGUNDO. Se declara la nulidad de la resolución 

administrativa del once de diciembre del dos mil veinte, dictada 

por el Juez Calificador. 

TERCERO. Se declara la nulidad de la boleta de infracción de 

tránsito número **********, de fecha diez de diciembre del dos mil 

veinte, levantada por el Policía. 

CUARTO. Se condena al Juez Calificador, a que gestione y 

ordene la cancelación de la boleta de infracción declara nula 

en el punto resolutivo anterior, de los registros y sistemas de 

cómputo correspondientes; a efecto de evitar que 

eventualmente se obstaculice a la parte actora realizar trámites 

de su interés. 

QUINTO. Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 84 

de la Ley, se condena al Tesorero Municipal de Ensenada, Baja 

California, a que realice las gestiones necesarias para que le sea 

cubierta a **********, la cantidad la cantidad de cantidad de 

$434.40 M.N. (cuatrocientos treinta y cuatro pesos 40/100 

moneda nacional) misma que pagó con motivo de los actos 

declarados nulos en los resolutivos anteriores. 

NOTIFICACIÓN POR BOLETÍN JURISDICCIONAL. 

Es de señalarse que el Pleno de este Tribunal dictó un 

acuerdo el veintiuno de junio del dos mil veintiuno, en el cual 



 

 

resolvió dejar insubsistente el diverso acuerdo4 por el cual se 

establecieron directrices para poner en marcha el sistema 

integral de notificaciones electrónicas, con motivo de la entrada 

en vigor de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, publicada el dieciocho de junio de dos mil 

veintiuno. 

Asimismo, es preciso señalar que en el punto noveno del 

primer acuerdo en cita, fija lineamientos para que este Juzgado 

en los juicios iniciados antes de la entrada en vigor de la nueva 

ley que rige a este Tribual, requiera las partes para que, en el 

plazo de tres días señalen correo electrónico (parte actora) y 

correo electrónico institucional (autoridad demandada).   

Por tanto, en cumplimiento a lo ordenado en el punto 

noveno del primer acuerdo en cita, se requiere a la parte actora 

para que, en el plazo de tres días5, señale correo electrónico. 

Así también, se le apercibe que en caso no hacerlo y hasta 

en tanto no lo señale, se le notificará por Boletín Jurisdiccional, sin 

que medie el aviso previsto en el artículo 51, fracción II, de la Ley 

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, 

publicada el dieciocho de junio de dos mil veintiuno, tal como lo 

contempla su numeral 50. 

No obstante lo antes mencionado, este Juzgador advierte 

que las autoridades señaladas como demandadas señalaron 

correo electrónico institucional, por lo que considera que 

requerirlos nuevamente transgrede el principio de celeridad 

procesal previsto en el artículo 17 Constitucional; por tanto, se 

ordena a la Actuaria adscrita a este Tribunal, que el aviso 

electrónico que refiere el artículo 51, fracción II, de la nueva Ley 

 
4 Emitido en sesión de Pleno del veintiuno de agosto de dos mil veinte. 

5 El plazo que se concede en el párrafo anterior se fundamenta en el artículo 137, fracción IV, del Código 

de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California, de aplicación supletoria al procedimiento contencioso 

administrativo. 



 

 

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California, se envíe las autoridades señaladas como 

demandadas en el correo que en un principio proporcionaron.  

Notifíquese personalmente a la parte actora6, y por boletín 

jurisdiccional a las autoridades demandadas.  

Así lo resolvió el Magistrado titular de este Juzgado Tercero 

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California; firmando ante la presencia del Secretario de 

Acuerdos, Héctor Hernández Estrada, que autoriza y da fe.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
6 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 49, fracción III inciso c) de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Baja California en fecha 

dieciocho de junio de dos mil veintiuno, en virtud de la imposibilidad de notificar el presente proveído mediante 

boletín jurisdiccional a la parte actora ya que se necesita el requerimiento previo que se realiza en el presente 

proveído a efecto de que proporcione un correo electrónico. RAVR/HHE 

 



 

 

 

ELIMINADO: nombre actor, en fojas 1 y 18. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. 

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente 

documento contiene datos personales y/o datos sensibles, los cuales conciernen a una 

persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o 

darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad de los datos personales. 

 

ELIMINADO: número boleta de infracción, en fojas 4, 12, 13, 15 y 19. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. 

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente 

documento contiene datos personales y/o datos sensibles, los cuales conciernen a una 

persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o 

darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad de los datos personales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

EL SUSCRITO, JUAN MANUEL SANDOVAL CRUZ, SECRETARIO DE ACUERDOS 

DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, 

HACE CONSTAR: -------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN 

PÚBLICA DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR EL MAGISTRADO DEL 

JUZGADO TERCERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, EN FECHA VEINTE DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, 

RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 28/2021 T.S., EN LA QUE 

SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE 

RESERVADOS Y/O CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO 

CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN 

QUE VA EN 20 (VEINTE) FOJAS ÚTILES. --------------------------------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 80 

Y 83, FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 

57, 58, 59, 60 Y DEMÁS APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE 

DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, ARTÍCULO 25, FRACCIÓN XV DEL REGLAMENTO INTERIOR 

DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA Y 

ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO 

PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE 

DATOS. LO QUE SE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA 

LUGAR, EN LA CIUDAD DE ENSENADA, BAJA CALIFORNIA, VEINTICUATRO DE 

NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS, DOY FE. ---------------------------------------------- 

 

 

 

 

 

 


